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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PORTE ILEGAL DE ARMAS DE FUEGO / COAUTORÍA / DEFINICIÓN / CARACTERÍSTICAS / DIFERENCIA CON LA COMPLICIDAD.
… en punto de la coautoría de tiempo atrás la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal tiene sentado que se debe establecer la existencia de un acuerdo o plan común, la división de funciones, y la trascendencia de los aportes en la fase ejecutiva del delito; es decir, que de conformidad con la teoría del dominio del hecho, coautor es quien tiene un dominio funcional frente a un determinado resultado, en tanto el cómplice únicamente realiza una contribución accesoria o secundaria.

Para este caso no emerge duda alguna que quienes se movilizaban en el vehículo conducido por Jhon Alexánder Granada Ramírez -quien como se sabe asumió responsabilidad por la vía de un preacuerdo con respecto al arma incautada en ese automotor-, esto es, RAGV, PAAH y JRE, estaban debidamente enterados de la presencia de ese instrumento, máxime cuando se sabe de lo explicado por el policial Carlos Reina Pulido, que este observó a JRE manipular el revólver desde el interior del carro para intimidarlo…
En criterio del Tribunal, le asistió razón al señor juez para obrar en la forma en que lo hizo, porque aquí no existió un mero “aporte o contribución” ya fuera de manera “previa, concomitante o posterior”. Lo que realmente se aprecia es que varias personas se concertaron con la finalidad de ejecutar una conducta diferente a la del simple porte de armas, la que, se itera, no realizaron ante la oportuna intervención policial, y para ello debió existir distribución de labores para cada uno de ellos con el fin de lograr su accionar delictivo. Precisamente por ello, como ya se indicó, en cada uno de los vehículos simultáneamente incautados se hallaron elementos que bien podrían ser usados para cometer un ilícito contra el patrimonio económico, como situación que da sustento a la información originaria aportada a los agentes captores.
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	Fecha y hora de lectura: 
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	Imputado: 
	YNLV, RAGV, Jre y PAAH

	Cédula de ciudadanía:
	25.181.352 de Dosquebradas (Rda.), 4.516.440, 1.088.268.522 y 42.153.631, estos últimos de Pereira (Rda.), respectivamente.

	Delito:
	Fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego o municiones con circunstancias de agravación 

	Víctima:
	La seguridad pública

	Procedencia:
	Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia de condena proferida en octubre 11 de 2017. SE CONFIRMA. 


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

1.1.- Dan cuenta los registros, que en noviembre 15 de 2012 miembros del grupo contra-atracos de la Sijín recibieron información de fuente anónima en la que se indicaba que para ese día entre las 8:20 y 10:00 de la noche un grupo de personas integrado por 5 hombres y 2 mujeres, quienes se movilizaban en una moto y un vehículo, efectuarían un hurto a una residencia en el sector de Pueblito Cafetero. Una vez llegaron al sector los servidores de policía judicial se percataron de la presencia de unos automotores -motocicleta y automóvil- que trataron de emprender la huida, pero ante la señal de pare detienen la marcha, momento que es aprovechado por uno de los pasajeros del vehículo quien salió de este y emprendió la huida por un sector boscoso, sin lograr su captura. Una vez se inmoviliza la moto de placas CHR-07B conducida por YNLV y como parrillero JEISSON QUINTERO BERMÚDEZ, se procedió a registrar la misma y se encontró en el soporte para los pies dos maletines tipo morral en lona en los que se halló una escopeta con la escritura Winchester calibre 16, así como una pinza, destornilladores y otros elementos. Igualmente se procedió a registrar el rodante de placas GHR-365 -al parecer el último número corresponde a un 2, según se anotó a mano alzada en el escrito acusatorio-, timoneado por JHON ALEXÁNDER GRANADA RAMÍREZ quien era acompañado por RAGV como copiloto, y en la parte trasera estaban JRE y PAAH, en el cual se halló debajo el tapete del piso frente al asiento trasero un arma de fuego tipo revólver marca Smith & Wesson calibre 32 largo, además de un morral color negro, un buzo manga larga y un par de gafas. Todo lo anterior dio sustento a la captura de los antes mencionados.

1.2.- A consecuencia de lo narrado se llevaron a cabo las audiencias preliminares (noviembre 16 de 201) ante el Juzgado Segundo Penal Municipal con funciones de control de garantías de Pereira (Rda.) por medio de las cuales: (i) se legalizó la captura e incautación de elementos; (ii) se formuló imputación en la cual se les atribuyó a los procesados el punible de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego o municiones con circunstancias de agravación –num. 1º y 5º, art. 365 C.P.-, los cuales NO ACEPTARON; y (iii) se les impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario, con excepción de YNLV a quien se le otorgó detención domiciliaria. La referida decisión fue recurrida por la defensa y confirmada en segunda instancia, aunque posteriormente la medida dictada a favor de la procesada YNLV fue revocada y se dispuso su internación en centro carcelario.

1.3.- Ante esa no aceptación la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (febrero 11 de 2013) por medio del cual formuló idénticos cargos y a consecuencia de ello se adelantó ante el Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta capital la correspondiente audiencia de formulación de acusación (marzo 5 de 2013) en la que se adicionó al escrito lo relacionado con varios elementos materiales probatorios que se obtuvieron con posterioridad. A continuación se llevó a cabo la audiencia preparatoria (mayo 7 de 2013) y se procedió a realizar el juicio oral (septiembre 17 de 2013). Posteriormente se realizó preacuerdo con el procesado JHON ALEXÁNDER GRANADA RAMÍREZ (mayo 14 de 2014), al que se le impartió legalidad (junio 11 de 2014), y se ordenó continuar la audiencia de juicio con respecto a los restantes copartícipes. 

1.4.- Reanudada la audiencia de juicio oral (agosto 11 de 2014 y enero 29 de 2015), fecha ésta última en la cual los apoderados de YNLV y JEISSON QUINTERO renunciaron a las pruebas testimoniales solicitadas en la audiencia preparatoria, y a su vez el apoderado de RAGV, PAAH y  JRE solicitó la declaración de JOHN ALEXÁNDER GRANADA como prueba de refutación, petición negada por el a quo y al interponerse recurso de apelación tal determinación fue confirmada por esta Sala (marzo 16 de 2015), luego de lo cual, después de diversos aplazamientos, se continuó la audiencia (agosto 11 de 2016) en donde la defensora de JEISSON QUINTERO BERMÚDEZ informó que este había fallecido violentamente. Posteriormente, luego de varias suspensiones finalmente se culminó el juicio (enero 24 y marzo 14 de 2017), fecha esta en la que se anunció un sentido de fallo de carácter condenatorio y se dio lectura a la sentencia (octubre 11 de 2017), con el siguiente resultado: (i) fueron declarados penalmente responsables, en calidad de coautores y en congruencia con los cargos formulados, los procesados YNLV, PAAH, RAGV y JRE; (ii) se les impuso sanción privativa de la libertad de 216 meses de prisión, e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso; y (iii) se les negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria, a la vez que se dispuso librar orden de captura inmediata en su contra; (iv) se decretó la preclusión a favor del señor JEISSON QUINTERO BERMÚDEZ por haberse acreditado su deceso; y (v) se dejaron a disposición en el Armerillo del Batallón San Mateo las armas de fuego y municiones incautadas.

Los fundamentos que tuvo en consideración el funcionario de primer nivel para emitir el fallo de condena, fueron los siguientes:
Se logró establecer que los involucrados en el presente asunto pretendían hurtar algunas de las residencias ubicadas en el sector de “Pueblito Cafetero”, lo que se deduce de los elementos hallados en su poder -prendas de vestir, herramientas, vehículos y dos armas de fuego-, y pese a que la escopeta hechiza estaba dañada, de todas formas cumpliría su objetivo de atemorizar a las víctimas. Lo deseable, de todas formas, hubiese sido que los uniformados hubiesen actuado con mayor profesionalismo y de ese modo los habrían podido capturar al ingreso de alguna de esas viviendas, y en consecuencia la imputación no se hubiera limitado al solo porte de armas, como ocurrió, sino a un atentado contra el patrimonio económico. 
La información que brindó la fuente humana fue clara al señalar los vehículos en los cuales se desplazaban, el número de personas, el lugar donde se cometía la ilicitud, y ello fue verídico, amén de las capturas realizadas y elementos encontrados.
El hecho de que el revólver hubiera sido encontrado debajo del tapete o que uno de los coprocesados hubiera aceptado cargos mediante preacuerdo al decir que el arma era de su propiedad, no desnaturaliza la atribución del compromiso penal frente a los restantes, en tanto incurren en tal ilícito no solo quien la lleva consigo, sino quienes son conocedores de tal circunstancia y participan de la empresa delictual, máxime que no hay duda que dicha arma no llegó a ese lugar como producto de una determinación individual sino como parte de un plan preconcebido. Y es así en cuanto si varias personas deciden ejecutar un delito y para ello utilizan armas, con ello crean un riesgo jurídicamente desaprobado que a todos les corresponde asumir, ya que la decisión de incorporación a la ilicitud de tales artefactos se le atribuye a todos, y serán responsables mancomunadamente de los delitos perpetrados con estas.

El que a los procesados se les hubiera hallado escondido dentro de ese rodante un revólver sin permiso para su porte, que seguramente usarían para cometer un delito contra el patrimonio económico, los convierte en coautores de porte ilegal de armas. Aunado a que sin equívocos puede afirmarse que todos los capturados sabían de la existencia de esa arma, aunque para el momento de la captura no la hubieren utilizado. De ese modo, el verbo rector portar no se puede limitar a la idea de llevar la misma en la mano, o en la cintura o adherida al cuerpo, siendo tan clara su responsabilidad que tan pronto uno de ellos avistó la presencia policial huyó y se perdió entre los matorrales, y en la motocicleta llevaban la escopeta, que aunque no era apta para realizar disparos, si era útil para los referidos propósitos.

Estimó en conclusión el funcionario, que los acusados, contrario a lo pedido por el delgado fiscal quien solicitó condena a título de cómplices para algunos de los copartícipes, debían responder en calidad de coautores al no tratarse de una mera contribución o ayuda, pues al mediar un acuerdo común actuaron como un solo ente y con el fin de portar armas sin salvoconducto.

1.5.- La defensa se mostró inconforme con esa decisión y la impugnó, y procedió a sustentar el recurso en forma escrita dentro del término legal; por tanto, el expediente fue enviado a esta Colegiatura para definir la alzada.

2.- Debate

2.1.- Defensor de RAGV, JRE y PAAH -recurrente-

Solicita se revoque la sentencia condenatoria y en su lugar se dicte una de carácter absolutorio, con fundamento en lo siguiente:

Las declaraciones rendidas por los policiales que participaron en el operativo se contradicen con lo plasmado en los informes -donde se indica que el arma fue encontrada bajo el tapete del piso frente al asiento trasero-, en tanto el patrullero CARLOS LEONEL REINA expresó que un hombre -al que identificó como JRE- que venía en la parte trasera del automotor sacó un revólver y le apuntó, por lo que tal testimonio ofrece sendas dudas al ser las mismas autoridades policivas quienes desmienten lo consignado en sus informes. La verdad fáctica tiene una sola versión y no se le puede otorgar peso probatorio a declaraciones contradictorias de quienes elaboraron un documento público y faltaron a la verdad. No obstante el juez omitió pronunciarse sobre tales inconsistencias.

De igual forma, el a quo generalizó en cuanto a la forma de coparticipación en la conducta punible y dejó de lado la petición de la Fiscalía en los alegatos de cierre al solicitar que JRE fuera condenado como autor del delito de porte de armas y los restantes como cómplices al contribuir o prestar una ayuda posterior para su realización.

Y es que lo dicho frente a tal particularidad por el a quo, carece de respaldo probatorio y argumentativo, en tanto a la Fiscalía le recaía la carga de probar que todas las personas que se encontraban a bordo de ese automóvil conocían la existencia del arma, lo que no fue acreditado. Lo referido por el a quo a ese respecto violenta el principio de presunción de inocencia.

En este caso no obra prueba que demuestre que quienes estaban en calidad de pasajeros del rodante tenían pleno conocimiento de la presencia del arma. La desidia de la Fiscalía al probar tal aspecto determinante, no puede descargarse a los investigados, máxime que los mismos procesados en sus declaraciones negaron tener conocimiento de dicha arma de fuego. Aunado a lo anterior, el piloto del vehículo aceptó por vía de preacuerdo que era el único propietario del arma descubierta debajo de uno de los tapetes, no a simple vista, y el que las capturas se hayan realizado por cuanto todos se trasportaban en ese automotor, no implica que sean responsables del punible ni mucho menos que tengan igual grado de participación. 

De lo referido por el a quo en el sentido que el arma llegó al vehículo como producto de un plan preconcebido, quizás con el propósito de hurtar una de las casas del sector, carece de amparo jurídico, y no es más que una conclusión subjetiva e imprudente, pues como se sabe desde el momento de la imputación no se enunciaron como presuntas conductas las de hurto o concierto para delinquir, y los jueces no pueden perder de vista el principio de congruencia.
2.2.- Defensora de YNLV -recurrente-

Solicita se revoque la sentencia condenatoria, y en su lugar se dicte una de carácter absolutorio a favor de su representada, con fundamento en lo siguiente:

Luego de hacer alusión a apartes del fallo cuestionado, expresa que no está probado que entre varias personas se usaran armas de fuego para cometer un hurto, en tanto tal delito no se efectuó, ni se puede presumir cómo utilizarían las mismas. Tampoco hay lugar a pregonar que su defendida sea coautora de la conducta endilgada por el hecho de que en el carro se hubiera hallado un revólver, el cual infiere el a quo sería usado para la comisión de un hurto, ya que su representada estaba en una moto, que era un vehículo diferente a aquél en el cual se encontró ese artefacto.

La coautoría se quedó en meros actos preparatorios, y dicha forma de coparticipación no la admite, en tanto no se presentó una intervención de YNLV con otras personas en un ilícito contra el patrimonio económico, el cual no se realizó ni se acreditó que su defendida tuviese un trabajo específico en tal comportamiento. En este caso el juez tuvo a su cliente como coautora, pero sin soporte probatorio.

En la sentencia el a quo se centró en un posible hurto, el que entrelaza con el porte del arma, pero en lo que nada tiene que su patrocinada por encontrarse conduciendo una motocicleta. La escopeta encontrada en este último rodante no es apta para disparar, y por ende no podía ser objeto de imputación ni acusación, sin entenderse la razón para vincularla como coautora, cuando ella no se movilizaba en el vehículo donde se encontró el revólver, y ningún policial menciona su presencia en el interior de ese carro. Por demás, no se acreditó el papel que acordó desempeñar en relación con la conducta atribuida, ni mucho menos la importancia del aporte, como requisitos para configurar una coautoría.
Estima, en conclusión, con soporte en convenios internacionales -Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la convención Americana de Derechos Humanos, la Corte Interamericana de Derechos humanos, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos- y jurisprudencia de la Sala de Casación Penal, que para garantizar el derecho de confrontación y establecer lo antes aludido, se debió contar con el testimonio de quien dio la información a las autoridades, sin que baste lo referido por los uniformados que atendieron el caso, lo cual se convierte en un mero rumor. Pero aun con tales dichos se vinculó a quienes se movilizaban en la moto con el arma encontrada en el carro, pese a no obrar voces que comprometieran a su cliente en el porte ilegal de armas de fuego.

La Fiscalía no probó un hecho determinante para proferir un fallo de condena, esto es, que el arma encontrada en el vehículo no era extraña para los restantes coprocesados por tener pleno conocimiento de su existencia. En ese sentido los jueces no pueden perder de vista el principio de congruencia y por ende no es de recibo que en esa exposición se enuncie la posibilidad de la comisión de un hurto, cuando ello no fue imputado ni debatido en juicio.

2.3.- Debidamente sustentado el recurso, el funcionario de primer nivel lo concedió en el efecto suspensivo y dispuso la remisión de los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada. 

3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado
Al Tribunal le corresponde establecer el grado de acierto que contiene el fallo opugnado, a efectos de determinar si la decisión condenatoria adoptada en contra de los aquí implicados está acorde con el material probatorio analizado en su conjunto, en cuyo caso se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se procederá a la revocación y al proferimiento de una sentencia absolutoria, tal como lo solicita la defensa.

3.3.- Solución a la controversia

No observa la Colegiatura la existencia de vicios sustanciales que afecten garantías fundamentales de las partes e intervinientes, puesto que el trámite de todas las etapas procesales se surtió con acatamiento al debido proceso, y los medios de conocimiento fueron incorporados en debida forma, en consonancia con los principios que rigen el sistema penal acusatorio, por lo que se pasará a realizar el análisis correspondiente del fallo proferido por la primera instancia y en los términos anunciados.

De conformidad con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906/04, para emitir una sentencia de condena es indispensable que el juzgador llegue al convencimiento más allá de toda duda, no solo frente a la existencia de la conducta punible atribuida, sino también en cuanto a la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan soporte en las pruebas legal y oportunamente aportadas al juicio.

La razón que motiva el examen del fallo de condena proferido por el a quo en contra de los señores RAGV, PAAH, YNLV y  JRE, no es otra que establecer si a los mismos les asiste compromiso en la comisión del ilícito imputado, o si como lo expresa la defensa, debe emitirse un fallo de carácter absolutorio amén de las contradicciones en que incurrieron los agentes captores, e igualmente al no acreditarse las exigencias de coparticipación en el grado de coautores.

Para comenzar se dirá que es un hecho cierto y así quedó probado en el plenario, que funcionarios de la Sijín de esta capital recibieron información por parte de una fuente humana en noviembre 15 de 2012, quien señaló que al sector de “Pueblito Cafetero” se desplazarían 7 personas -2 mujeres y 5 hombres- en un vehículo y una motocicleta, de las cuales aportó sus números de placa, individuos que con armas de fuego procederían a cometer un hurto en una residencia.
Con tales datos se procedió a realizar el operativo, en el cual se logró la ubicación de los rodantes mencionados, esto es, un vehículo Chevrolet Corsa de placas NAC-362 y una motocicleta BWS Yamaha de Placas GHR-07. En el interior del vehículo se encontró debajo de un tapete frente al asiento trasero, un revólver Smith & Wesson, calibre 32, sin número externo, de fabricación industrial y con 6 cartuchos; a su vez, dentro de un bolso que era llevado en la motocicleta fue encontrada -desarmada- una escopeta artesanal marca Winchester, calibre 16, con dos cartuchos para la misma.

Por tal motivo se dio lugar a la captura de quienes se movilizaban en el vehículo Chevrolet: JHON ALEXÁNDER GRANADA RAMÍREZ -el conductor quien aceptó cargos por vía de un preacuerdo-, RAGV -copiloto-, y JRE y PAAH -quienes se hallaban en la parte trasera del rodante-, aunque una quinta persona logró huir cuando se iniciaba el operativo. De igual manera fueron aprehendidos la señora YNLV -conductora de la motocicleta- y JEISSON QUINTERO BERMÚDEZ -parrillero de la misma-.

Pues bien, en relación con la materialidad de la infracción, no existe duda que en el operativo policial realizado en esa ocasión, fueron incautadas dos armas de fuego -un revólver en el automóvil y una escopeta en la motocicleta-; no obstante, luego de efectuados los dictámenes periciales pertinentes, se logró establecer que únicamente el revólver era apto para disparar, mas no así la escopeta al no tener la fuerza suficiente para percutir el fulminante, según lo indicó la perito en balística del CTI SANDRA MILENA VELÁSQUEZ TAPASCO. 

Deviene de lo anterior, que al haber sido descubiertas armas y municiones, sin que ninguna de las personas que se movilizaban en los automotores tuviera permiso para su porte, ello actualiza la comisión de la ilicitud contemplada en el canon 365 C.P., con las circunstancias de agravación previstas en los numerales 1º y 5º, esto es, al utilizarse en medios motorizados y en coparticipación criminal, frente a lo cual no existió reproche directo alguno por parte de los recurrentes.

En lo que sí muestra inconformidad la bancada defensiva, es en lo atinente a la responsabilidad atribuida a sus representados en grado de coautoría, no solo por las inconsistencias en que incurren lo policiales que rindieron declaración en juicio frente a lo manifestado en los informes; sino por cuanto la Fiscalía no acreditó las exigencias para poder hablar de una coautoría, aunado a que en los argumentos de cierre el ente persecutor solicitó condena pero en calidad de cómplices, salvo para JRE con respecto de quien sí se pidió atribución de responsabilidad en calidad de autor.
De lo expresado por el profesional del derecho que representa a la mayoría de los procesados, se advierte que en su criterio en este asunto existe duda frente a la forma en la que realmente acaecieron los hechos que dieron origen a esta actuación, a raíz de las inconsistencias por parte de los uniformados que participaron en el operativo, con respecto a lo plasmado en el informe ejecutivo pertinente que fuera introducido y usado en desarrollo del juicio oral.

A ese respecto, lo primero que debe indicarse es que el informe de fecha noviembre 15 de 2012 fue utilizado tanto por el fiscal como por algunos de los abogados que intervinieron en el juicio, con el fin de aclarar aspectos allí consignados en relación con algunas de las exposiciones de los testigos, pero en momento alguno, como así se logra verificar por la Sala, tal documento ingresó como prueba, y en aquellos apartes que se consideraron contradictorios con los dichos de los uniformados, fue usado con miras única y exclusivamente a refrescar memoria.

En realidad lo verdaderamente importante, más que el contenido del referido informe, es desde luego las versiones que en juicio entregaron de forma verbal los que de una u otra manera tuvieron conocimiento directo de los hechos materia de averiguación
, ya que frente a su contenido se ejerció el derecho de contradicción. De todo lo cual se extrae que por el simple hecho de no haber quedado debidamente plasmadas en tal informe algunas circunstancias, esa situación no puede servir para menguar la verosimilitud del testimonio ofrecido, en especial por el patrullero CARLOS LEONEL REINA PULIDO quien adujo que al haber sido detenido el automóvil procedió a abordarlo por su lado derecho, y al tratar de abrir la puerta trasera notó que un individuo le apuntaba desde adentro con un artefacto. Explica que como ellos ya estaban prevenidos en el sentido de que estos individuos estaban armados, iba con su arma de dotación en la mano y le pidió al sujeto que no reaccionara. Ese personaje que fue identificado como JRE arrojó el instrumento que momentos después fue encontrado parcialmente cubierto por uno de los tapetes del vehículo.
Todos esos datos así relatados en detalle, no fueron en efecto consignados en el informe policivo, y ello dio lugar a que la defensa afirmara que entonces las exposiciones oficiales no eran ciertas. Pero como bien lo explicó el agente REINA PULIDO, aunque refirió esos datos a quien elaboró el informe -en lo cual no intervino-, posiblemente el encargado omitió todo el recuento de esos aspectos, bien fuera por el cansancio o por hora en que se redactó el informe. 
Si bien una situación como esa, dada su trascendencia, quizá no debió obviarse, la realidad procesal enseña que de las circunstancias en que se desarrolló la actuación, de lo comunicado por el referido policial, y de lo sostenido por los demás uniformados que participaron en el operativo, a los cuales la Sala les da plena credibilidad, se evidencia sin lugar a equívocos que en el interior del vehículo de placas NAC365 sí fue hallada un arma de fuego sin permiso para su porte, y que los datos que en su momento les fue entregado por una fuente anónima resultaron ser totalmente verídicos, esto es, acerca de la presencia de dos rodantes con siete personas que portaban armas de fuego y que su llegada a ese lugar lo era para perpetrar un delito contra el patrimonio económico, no obstante que el mismo no se ejecutó ante la oportuna presencia de la autoridad, como acertadamente lo concluyó el señor juez de primer grado.
No se puede pasar por alto por ser pieza clave en esta decisión, que dentro de uno de los bolsos que llevaba la señora YNLV en la motocicleta que conducía, se llevaba una escopeta que, si bien resultó no ser apta para disparar, de todas formas permite asegurar sin lugar a dudas que lo dicho por el informante era cierto. Sin dejar de lado que el canon 365 C.P. tipifica como delito, no solo el porte de armas, sino sus partes o accesorios esenciales, y por supuesto la munición. En este caso, cuando el arma fue observada se encontraba desbaratada en tres partes, como lo refirió el policial GERMÁN MAURICIO ROMÁN VILLEGAS, evidenciándose el hallazgo de las más importantes de esta como son el cañón y el mecanismo de disparo, aunado a la existencia de dos cartuchos de igual calibre
.
La unidad defensiva señala que el a quo no podía concluir con fundamento en el relato de los uniformados que rindieron declaración en juicio, que el haber llegado los individuos a ese sitio estaba encaminado a la comisión de un delito contra el patrimonio económico a alguna vivienda. Pero ocurre que de lo verificado por sus propios sentidos en la labor preventiva que llevaron a cabo, e independientemente de lo aseverado por la fuente, queda claro que la actividad delictiva a desarrollar iba más allá a la mera posesión de esas armas de fuego, por cuanto de los demás elementos hallados en los vehículos donde se movilizaban -automóvil y motocicleta- efectivamente se infiere que el propósito final sí era la comisión de un ilícito de tal naturaleza. Recuérdese que a los coacusados se les encontraron prendas de vestir, gorras, gafas, pinzas, destornilladores y cuchillo, y ello tanto en el carro como en la motocicleta.
Desde luego que a los procesados no se les imputó delito alguno contra el patrimonio económico, y ello lo fue precisamente por la acción temprana de los oficiales, pero los datos que a estos les fueron entregados, aunado al hallazgo de las evidencias físicas, da lugar a sostener sin dubitación alguna, como igualmente lo concluyó el juez de primer nivel, que los mismos se habían concertado de manera previa para realizar una tal ilicitud, y ello, indefectiblemente, implicaba el uso de armas de fuego cuya existencia necesariamente debían conocer.
Si se concatenan varios elementos de conocimiento, a saber: (i) que el revólver se intentara camuflar debajo de un tapete del carro; (ii) que uno de los coprocesados haya aceptado cargos como dueño de ese instrumento -nos referimos a JHON ALEXÁNDER GRANADA RAMÍREZ-; (iii) que otro, concretamente JRE, haya sido observado cuando esgrimió en contra de la policía dicho artefacto; (iv) que un quinto hombre que estaba dentro del carro huyó al notar la presencia policial; y (v) que en la motocicleta que acompañaba ese vehículo justo para ese momento y lugar, también fuera encontrado otro instrumento de fuego con su respectiva munición, conjuntamente con elementos que dan lugar a sostener que se iban a utilizar en la comisión de otro hecho delictivo, como también fueron hallados dentro del automotor. Todo da lugar a pensar con probabilidad de verdad, que no solo uno de ellos sino el conjunto de sujetos aprehendidos eran sabedores del comportamiento ilícito en que incurrían.
Es verídico que en punto de la coautoría de tiempo atrás la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal
 tiene sentado que se debe establecer la existencia de un acuerdo o plan común, la división de funciones, y la trascendencia de los aportes en la fase ejecutiva del delito; es decir, que de conformidad con la teoría del dominio del hecho, coautor es quien tiene un dominio funcional frente a un determinado resultado, en tanto el cómplice únicamente realiza una contribución accesoria o secundaria.

Para este caso no emerge duda alguna que quienes se movilizaban en el vehículo conducido por JHON ALEXÁNDER GRANADA RAMÍREZ -quien como se sabe asumió responsabilidad por la vía de un preacuerdo con respecto al arma incautada en ese automotor-, esto es, RAGV, PAAH y JRE, estaban debidamente enterados de la presencia de ese instrumento, máxime cuando se sabe de lo explicado por el policial CARLOS REINA PULIDO, que este observó a JRE manipular el revólver desde el interior del carro para intimidarlo, luego de lo cual lo arrojó ante sus requerimientos en tal sentido, a consecuencia de lo cual a continuación fue descubierto tapado parcialmente por uno de los tapetes de la parte trasera.
Adicionalmente la apoderada de YNLV señaló que ninguna prueba apunta al compromiso de su cliente respecto del arma encontrada en el automóvil, pero se trata de una afirmación que deja de lado que la información que llegó a oídos de los policiales no fue un “mero rumor” como lo indica la letrada, sino que se trata de un hecho debidamente corroborado con las pruebas válidamente allegadas a la actuación. Recuérdese que de los datos obtenidos se supo que se trataba de un grupo conformado por siete personas, dos de ellas mujeres, quienes se movilizaban en un carro y una motocicleta, y portaban armas de fuego, todo lo cual fue constatado por los miembros de la Sijín cuando hicieron presencia en el lugar anunciado.
Desde luego, los datos ofrecidos por el informante no representan en modo alguno un medio probatorio aisladamente considerado, y solo servirían para orientar la labor de los investigadores, como lo tiene sentado la jurisprudencia nacional
. Pero ocurre que los datos así obtenidos resultaron corroborados con otros elementos materiales probatorios y evidencias físicas que sí pudieron ser debatidos en juicio y sobre las cuales se llevó a cabo el derecho de contradicción, a consecuencia de lo cual dicha información inicial se encuentra verificada y se concatena a efectos de hacer una valoración probatoria de contexto como en derecho corresponde. 
Echa de menos la apoderada judicial de la acusada YNLV que la fuente humana no haya sido llamada a rendir testimonio, pero sobre el particular basta decir que judicialmente ello resulta inadmisible por no ser un proceder obligatorio para la parte acusadora, a voces de lo decantado por la jurisprudencia constitucional
.
Es cierto que no obstante constar en la acusación que el cargo lo sería para todos en calidad de coautores, el delegado fiscal en sus alegaciones concluyentes solicitó que se condenara a los coprocesados como cómplices, con excepción de JRE frente al cual se insistió en la autoría, pero tal acto de postulación no fue acogido por el a quo luego de efectuar el correspondiente análisis probatorio. Esa forma de proceder por parte del funcionario a quo estuvo ajustada a la línea jurisprudencial vigente
, y por ende era perfectamente factible que procediera de manera contraria a lo reclamado por el órgano persecutor, ya que en criterio del fallador en este asunto se presentaba una coautoría para todos los copartícipes y no una complicidad para algunos de ellos.
En criterio del Tribunal, le asistió razón al señor juez para obrar en la forma en que lo hizo, porque aquí no existió un mero “aporte o contribución” ya fuera de manera “previa, concomitante o posterior”. Lo que realmente se aprecia es que varias personas se concertaron con la finalidad de ejecutar una conducta diferente a la del simple porte de armas, la que, se itera, no realizaron ante la oportuna intervención policial, y para ello debió existir distribución de labores para cada uno de ellos con el fin de lograr su accionar delictivo. Precisamente por ello, como ya se indicó, en cada uno de los vehículos simultáneamente incautados se hallaron elementos que bien podrían ser usados para cometer un ilícito contra el patrimonio económico, como situación que da sustento a la información originaria aportada a los agentes captores.

Al margen de todo lo expuesto y para rematar, no puede perderse de vista, como así lo manifestaron algunos de los policiales que intervinieron en juicio, que la señora YNLV con posterioridad a estos hechos fue nuevamente capturada por un delito contra el patrimonio económico, e incluso en situación similar a la que ahora es objeto de análisis, como situación que en la actualidad la mantiene privada de su libertad. Situación que desde luego confluye como un indicio más que permite inferir su proclividad en la comisión de tales comportamientos al margen de la ley.
En ese orden de ideas, considera la Corporación que la sentencia emitida por el funcionario de primer nivel, no merece reproche alguno y en consecuencia se procederá a su confirmación.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Sexto Penal del Circuito en contra de los señores YNLV, PAAH, RAGV y JRE, por las razones consignadas en el cuerpo motivo de esta providencia.

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse habrá de hacerse dentro del término de ley.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Salvamento parcial de voto

La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� La Sala se remite a los argumentos expuestos al momento de emitir el auto interlocutorio de fecha marzo 16 de 2015 obrante a folio 95 ss. de la carpeta, en donde la Corporación hizo alusión a las razones por las cuales un informe no necesariamente debe contener todo lo narrado por el testigo en juicio.


� Cantidad que superaba la carga natural o propia del arma, que por tratarse de una escopeta hechiza lo era de un solo cartucho.


� Cfr. CSJ SP, 2 sep. 2009, Rad. 29221 y CSJ SP, 22 ene. 2014, Rad. 38725, entre otras.


� Cfr. CSJ SP, 27 sep. 2017, Rad. 46864.


� Corte Constitucional, sentencia C-673/05.


� En sentencia CSJ SP, 25 may. 2016, Rad. 43837, se dijo: “Se varía, entonces, la jurisprudencia anterior para que, en adelante, se entienda que la petición de absolución elevada por la Fiscalía durante las alegaciones finales es un acto de postulación que, al igual que la planteada por la defensa y demás intervinientes, puede ser acogida o desechada por el juez de conocimiento, quien decidirá exclusivamente con fundamento en la valoración de las pruebas aducidas en el juicio oral.
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